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CAPÍTULO 1 

Introducción 

La Asociación Española de Movilidad Laboral Internacional – FEEX, es una organización técnica sin 

ánimo de lucro constituida en 2004, cuya existencia responde a la necesidad de las empresas 

españolas de prestarse mutuo apoyo, para afrontar el proceso de internacionalización de sus 

actividades y negocios. 

Uno de sus objetivos es promover el desarrollo de un marco normativo e institucional que apoye 

la movilidad laboral internacional, así como representar a las empresas asociadas ante toda clase 

de entidades públicas o privadas dentro y fuera de la Unión Europea, en asuntos relacionados 

con la gestión internacional de recursos humanos. Dentro de este contexto, realiza estudios 

específicos que permiten mejorar el tratamiento en el ámbito migratorio, fiscal, laboral y de 

seguridad social, del desplazamiento de trabajadores en el exterior. 

FEEX quiere divulgar el papel esencial de las personas en los procesos de expansión internacional 

y la importancia de una adecuada gestión internacional de los trabajadores para garantizar el 

éxito de las empresas en una economía global potenciando la recuperación económica en el  

contexto actual. 

Este análisis es una iniciativa que se enmarca plenamente en este propósito, y recoge las 

propuestas de la asociación para mejorar la situación actual en el ámbito de la gestión tributaria.  
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CAPÍTULO 2 

Propuesta normativa. Contexto 

 

La pandemia por el Covid-19 ha supuesto inmensos cambios para la sociedad. Y así, también se ha 

visto reflejado en la forma de prestar servicios por parte de los empleados, que son cada vez más 

demandantes frente a sus empleadores, solicitando la posibilidad de trabajar de forma remota 

desde cualquier lugar (sea dentro del territorio nacional o desde el extranjero).  

 

La reactivación tras la pandemia de los desplazamientos internacionales de empleados para prestar 

sus servicios en otros países ha vuelto a poner de manifiesto una problemática práctica que ya venía 

produciéndose en cualquier caso con anterioridad a la misma.  

 

Sin duda, siguen existiendo numerosos puestos de trabajo que requieren de la presencia de los 

empleados en un lugar fijo para poder ejecutar las tareas. Sin embargo, en muchas otras ocasiones 

los empleados pueden realizar su trabajo en un régimen de teletrabajo sin necesidad de desplazarse 

físicamente al centro de trabajo.  

 

La creciente lucha por el talento a la que se enfrentan las empresas hace que sea necesaria la 

implementación de modelos más flexibles para sus profesionales, que permitan una mayor 

conciliación y facilite la atracción y retención de las personas clave. Esto incluye la posibilidad de 

adaptarse a estas nuevas demandas de teletrabajo internacional. 

 

La adaptación de la Administración ante este entorno tan rápidamente cambiante, donde en 

algunas situaciones puede provocar casos de doble tributación, aunque sea temporal, consideramos 

que es muy necesaria, con el objetivo de facilitar a las empresas la gestión de personas.  

 

En concreto, esta flexibilización y adaptación sería deseable en aspectos tan específicos como las 

solicitudes de devolución derivadas de las rentas del trabajo, así como la acreditación de la 

deducción por doble imposición internacional (DDII) las cuales desarrollaremos a continuación.  
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CAPÍTULO 3 
 
DEVOLUCIONES DE NO RESIDENTES 

 

i. Descripción de la problemática actual en materia de devolución por retenciones como no 

residente fiscal 

Las empresas en España practican retenciones a sus empleados, en términos generales, conforme 

a la normativa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (en adelante, IRPF), habida cuenta 

de la presunción de residencia fiscal en territorio español, salvo prueba en contrario. En este 

sentido, aquellas personas que adquieren la residencia fiscal en otro país durante el año fiscal en 

cuestión, pero que han continuado percibiendo sus rendimientos del trabajo de una compañía en 

España, soportan retenciones e ingresos a cuenta en España si bien, bajo la normativa del Impuesto 

sobre la Renta de No Residentes, al no haber prestado servicio en territorio español, dichos 

rendimientos no estarían sujetos a tributación. En consecuencia, se debe abrir un procedimiento de 

devolución, que tiene por objeto la devolución de las cantidades que procedan de acuerdo con lo 

previsto en la normativa del Impuesto sobre la Renta de No Residentes o el correspondientes 

Convenio para evitar la doble tributación entre España y el país de residencia fiscal del 

contribuyente.  

 

Actualmente, a instancia del interesado se debe presentar una autoliquidación (Modelo 210 - No 

residentes sin establecimiento permanente) de la que resulta en estos casos una cantidad a 

devolver. Dicha autoliquidación se podrá presentar a partir del 1 de febrero del año siguiente al de 

devengo de las rentas declaradas, y dentro del plazo de cuatro años, contado desde el término del 

período de declaración e ingreso de la retención.  

 

Uno de los documentos exigidos por defecto por la Administración Tributaria y, que es más lento 

obtener, es el Certificado de residencia fiscal expedido por la autoridad fiscal del país de residencia.  

Una vez presentada la solicitud, la Administración examina la documentación presentada y la 

contrasta con los datos y antecedentes que obran en su poder. El procedimiento de devolución 

terminará de alguna de las siguientes formas:  

 

a) Acuerdo en el que se reconozca la devolución solicitada.  

b) Caducidad. 

c) Por el inicio de un procedimiento de verificación de datos, comprobación limitada o 

inspección. 

 

La práctica habitual que nos estamos encontrando para los empleados de las empresas de FEEX es 

que la Administración, en el plazo legal establecido de seis meses, revisa la documentación 

presentada e inicia un procedimiento de verificación de datos o comprobación limita a los efectos 

de solicitar aclaraciones, subsanar discrepancias que constan en su base de datos, etc.  

 

En estos casos, se concede un plazo de 10 días hábiles para recibir respuesta y continuar con el 

procedimiento hasta practicar una Liquidación Provisional o acordar la devolución solicitada.  

Este procedimiento de devolución, desde su inicio hasta su finalización exitosa, asumiendo el 

acuerdo por parte de la Administración Tributaria, sin acudir a una Reclamación Económico-
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administrativa, suele alcanzar de media el plazo de uno a dos años, conforme a nuestra experiencia.  

En base a lo anterior, la persona no residente fiscal en España se puede encontrar en una situación 

de doble tributación financiera prolongada: en el país de fuente (España), por retenciones indebidas, 

y en el país de residencia por tributación aplicable por su condición de residente fiscal, donde es 

requerida tributación por renta mundial.  

 

 

ii. Aspectos de gestión  

 

Podemos destacar los siguientes puntos relativos al procedimiento de devolución: 

 

• Larga duración: se trata de procedimientos muy prolongados desde el momento en que se 

produce la doble tributación para la persona, habida cuenta de los plazos legalmente 

establecidos y la documentación requerida por la Administración a lo largo del 

procedimiento de verificación de datos y comprobación limitada, que es prácticamente 

automático.  

• Inseguridad jurídica: si bien las instrucciones del propio modelo 210 de autoliquidación 

establecen la documentación que debe aportarse para este tipo de devoluciones, incluso 

en los casos en que se han facilitado todos los documentos establecidos, en la práctica la 

Administración requiere de documentación y aclaraciones adicionales a lo largo del 

procedimiento,  que puede variar para cada contribuyente, lo que genera cierta inseguridad 

jurídica.  

• Discriminación: observamos que el procedimiento de devolución varía dependiendo de la 

Delegación de la Agencia Tributaria objeto de revisión, no habiendo una homogeneización 

de criterio entre las distintas Comunidades Autónomas.  

Estas situaciones se ven agravadas por el hecho de que el contribuyente puede residir fuera de 

España en el momento de la presentación de la autoliquidación, lo que añade complejidad a la 

logística en relación con la recepción de las notificaciones en tiempo y forma, y poder contestar a la 

Administración Tributaria en el plazo legal establecido de 10 días. Considerando que la 

Administración dispone después de 6 meses para contestar, esto podría generar potenciales 

situaciones de discriminación material. 

 

Lo anterior se traduce en las siguientes consecuencias gravosas para la persona física: 

 

• Expedientes que no se resuelven hasta reposición o incluso en vía de Tribunales, alargando 

de forma indebida el procedimiento. 

 

• Retrasos en las devoluciones, que genera un impacto económico importante para la 

persona. 

 

• Incremento de costes para las empresas que, para evitar la doble tributación temporal de 

las personas que desplazan por motivos laborales a otros países, pueden encontrarse en la 
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necesidad de financiar temporalmente la doble tributación, hasta la obtención por parte de 

los empleados de las correspondientes devoluciones en España. 

 

• Carga de prueba excesiva sobre la persona física para acreditar que la devolución es 

correcta. 

 

 

iii. Propuestas de mejora 

 

De acuerdo con lo señalado, a continuación, se relacionan algunas sugerencias que entendemos 

podrían ayudar a mejorar la gestión en términos de plazos, para agilizar el procedimiento y que el 

expediente pueda resolverse de una forma más rápida y eficiente, con todas las garantías de 

seguridad jurídica que exigen este tipo de procedimientos.  

 

• Plazo de presentación: adelantar el plazo para presentar la declaración de solicitud de 

devolución: en la actualidad una persona que se desplace en el primer semestre debe 

esperar necesariamente al mes de febrero del ejercicio siguiente para realizar la solicitud. 

Entendemos que, en la medida en que la persona física hubiera permanecido en el otro país 

un plazo mínimo de seis meses, y esté en disposición de acreditar la residencia fiscal en 

dicho país, transcurrido dicho período de 6 meses sería posible que iniciara los trámites de 

solicitud de la devolución. 

• Plazos de resolución: una vez presentada la autoliquidación solicitando la devolución, sería 

conveniente reducir los plazos de respuesta. Parece discriminatorio que el contribuyente 

cuente con sólo 10 días hábiles para contestar a las solicitudes de la Administración, 

mientras que ésta cuente con hasta 6 meses para responder, plazo que muchas veces 

agotan y tras el cual se solicita documentación adicional. Por ello, creemos conveniente, por 

un lado, ampliar el plazo de contestación por parte del contribuyente a 15 días hábiles a fin 

de evitar la posible caducidad del procedimiento y por otro acotar los plazos de respuesta 

de la Administración.  

 

• Documentación requerida: establecer una documentación tasada a aportar por parte del 

contribuyente en el momento de presentar la autoliquidación, que se entienda suficiente y 

válida para considerar acreditada la residencia fiscal en el extranjero, con el fin de evitar los 

procedimientos de comprobación limitada, en los que se pueden dar hasta varios 

requerimientos de información y documentación.  

 

Consideramos conveniente que se incluya una lista de pruebas necesarias (más allá de la 

documentación mínima exigida en las instrucciones del propio Modelo 210 del Impuesto 

sobre la Renta de No Residentes sin establecimiento permanente), si bien debería 

armonizarse qué documentación es necesaria. Esto permitiría, asimismo, que todas las 

Delegaciones de la Agencia Tributaria utilizasen los mismos criterios a la hora de valorar la 

procedencia de la solicitud de devolución. 

 

La AEAT cuando emite un requerimiento, establece en sus motivaciones que en cuanto a 

la valoración de las pruebas, rige en nuestro ordenamiento jurídico el principio general de 
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valoración libre y conjunta de todas las pruebas aportadas, quedando descartado como 

principio general el sistema de prueba legal o tasada. Sin embargo, los requerimientos de 

información van acompañados de una especificación de los medios que deben aportarse 

para acreditar los hechos constitutivos del derecho a solicitar la devolución. Aun así, se cita 

que es el contribuyente quien debe presentar, en cada caso, los medios de prueba que 

estime convenientes conforme a derecho. 

 

Actualmente, para solicitar una devolución por rentas del trabajo debe aportarse 

necesariamente la siguiente documentación mínima: 

 

− Certificado de residencia expedido por las autoridades fiscales del país de 

residencia, en caso de contribuyentes residentes en la Unión Europea, o del 

Espacio Económico Europeo con efectivo intercambio de información, que 

deduzcan gastos conforme al artículo 24.6 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta de no Residentes. 

− Documentos justificativos de las retenciones o ingresos a cuenta. 

− Justificante acreditativo de la identificación y titularidad de la cuenta bancaria. 

 

Sin embargo, una vez el contribuyente presenta la declaración con la documentación 

requerida, la AEAT de forma sistemática emite un requerimiento para solicitar aclaraciones 

respecto de la declaración presentada. Entre otros, actualmente nos encontramos casos 

en los que la AEAT está solicitando a los empleados de las compañías: 

 

1) Respecto de la presencia en el país de residencia: 

 

− Copia de billetes de avión de los traslados  

− Extracto movimientos de tarjetas de crédito en el extranjero donde se pueda 

observar que el contribuyente residía habitualmente en el extranjero (país de 

residencia). 

− Contratos de arrendamiento de vivienda en el extranjero. 

− Contratos de suministros, así como las facturas de todo el ejercicio en aras a 

comprobar si efectivamente la persona estaba residiendo en dicho país. 

 

2) Respecto de la prestación de servicios para la compañía española: 

 

Como la empresa retiene IRPF, y la persona está dada de alta en la TGSS, la Administración 

Tributaria asume que se ha trabajado íntegramente desde España, y grava al 24% (o 19% 

cuando proceda) la totalidad de la retribución abonada desde España. 

 

Para poder acreditar que el trabajo no se ha prestado físicamente desde España, requiere 

a las personas físicas que aporten la siguiente documentación: 

 

− Contrato laboral firmado entre la persona física y su empleador. 
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− Certificado emitido por el empleador, firmado y sellado, conforme la persona 

podría efectuar teletrabajo y durante qué períodos/días no se requirió su 

presencia física en España.  

− Comunicación del traslado a otro país, en el que conste el motivo profesional y 

la fecha exacta del desplazamiento por seguir la persona en alta en la Tesorería 

General de la Seguridad Social, etc. 

 

Todo esto puede llegar a posicionar a la persona física en una situación de indefensión 

frente a la Administración si lo que constituyen los medios de prueba que están 

normalmente a su alcance (la declaración presentada en el extranjero y la justificación del 

pago de los impuestos) no se admiten como suficientes ya en vía de gestión. 

 

Por ello, entendemos que, a efectos de garantizar la seguridad jurídica, acreditando de 

forma fehaciente la no residencia fiscal y el trabajo realizado en el extranjero, los 

siguientes documentos deberían entenderse como necesarios y suficientes:  

 

- Para acreditar la residencia fiscal en el extranjero: certificado de residencia fiscal en el 

sentido del Convenio suscrito entre los países correspondientes. En caso de países de 

residencia en los que no hay un Convenio suscrito, o aquellos en los que la solicitud de 

dicho documento resulta tan gravoso en términos económicos o administrativos que 

excede del importe de devolución solicitado, recomendaríamos que se aporte 

exclusivamente documentación tasada, que la AEAT establezca de antemano, a modo 

de ejemplo declaración del impuesto sobre la renta en el extranjero, contrato de 

arrendamiento de vivienda en el extranjero y, en su caso (y únicamente en caso de no 

disponer de un certificado de residencia fiscal en el extranjero), copia de los suministros 

en el extranjero. 

 

- Para acreditar la prestación de los servicios en el extranjero: sugerimos la petición de la 

siguiente documentación: 

 

▪ Contrato laboral en el país de destino, en caso de ser un traslado 

permanente. 

▪ Carta de asignación firmada por la empresa, en caso de que se trate de 

desplazamientos temporales. 

▪ Contrato de teletrabajo internacional que acredite el tiempo de trabajo en 

el extranjero, en su caso. 

▪ Certificado emitido por la empresa indicando el tiempo de trabajo en 

España y en el extranjero, y detallando el importe salarial correspondiente 

a cada uno de los períodos.   

 

• Mejora en la comunicación: proponemos impulsar un proceso de comunicación más directa 

y ágil entre la persona física y el funcionario que está revisando el caso, mediante la 

habilitación de un teléfono o correo electrónico para poder comentar el caso, actualizar el 

expediente, etc., de manera viva y continuada.  
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• Mejora del proceso de notificaciones: en concreto, cuando la persona reside en el 

extranjero. Sería recomendable dar mayor seguridad jurídica al contribuyente en cuanto al 

proceso de notificaciones, no bastando con notificar en domicilios fiscales que figuren en el 

Modelo 030, sino a la dirección que figura en la última declaración de impuestos 

presentada.  

 

• Simplificación: evitar duplicidad de requerimientos sobre aquellos hechos y circunstancias 

que no cambian a lo largo de una asignación internacional: en aquellos casos en que la 

Administración ya revisó la documentación para un año, resolviendo de forma favorable, 

aprovechar el conocimiento del expediente para que, si no ha habido cambios en las 

circunstancias del caso (mismo país, mismo empleador, mismo contrato, etc.), se acepte la 

documentación que se establezca como necesaria para solicitar las devoluciones, evitando 

solicitar de nuevo la documentación ya existente en el expediente del contribuyente 

(contrato, carta de asignación, etc.). 

 

 

 

CAPÍTULO 4 
 
ACREDITACIÓN DE LA DEDUCCIÓN POR DOBLE IMPOSICIÓN INTERNACIONAL (DDII) 

 

i. Descripción de la problemática actual 

 

Son frecuentes las situaciones en las que el desempeño de la actividad del empleado fuera de 

España durante determinados periodos de tiempo puede dar lugar a que la retribución 

correspondiente a dicha prestación en el extranjero quede sujeta total o parcialmente tanto en 

España como en el país de prestación del trabajo, al no ser siempre los mecanismos previstos en los 

convenios para evitar la doble imposición suficientes para evitar la tributación en la fuente.  

 

Por tanto, existe un volumen cada vez mayor de declaraciones del IRPF con un componente de 

gravamen internacional sobre las rentas del trabajo. Es importante considerar además que esta 

imposición en el extranjero se realiza en muchas ocasiones en base a criterios técnicos adoptados 

por el pagador de los rendimientos que el empleado normalmente no puede valorar. 

 

El mecanismo previsto a nivel de normativa interna española para proteger al contribuyente 

consiste en la aplicación de una deducción por doble imposición internacional (DDII) en su 

declaración autoliquidación del Impuesto sobre la Renta.  

 

Y en este contexto, se viene observando durante los últimos años un cuestionamiento sistemático 

de la DDII por parte de la Administración Tributaria que afecta tanto a datos fácticos como a los 

técnico-jurídicos relativos a la deducción, dando lugar a una serie de ineficiencias como: 

 

• Retrasos en las devoluciones. 

• Incremento de costes para el contribuyente o de tenerlo así acordado, de su empleador, 

que debe financiar el proceso de contestación a los requerimientos hasta la obtención de 
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las correspondientes devoluciones en España y de los honorarios de asesores. Igualmente, 

aunque finalmente sea aceptada la DDII requerida, puede ocasionar un problema de flujo 

de caja al contribuyente o al propio empleador, que en aras de evitárselo a su empleado 

asume el pago del impuesto. 

• Posible necesidad de presentación de declaraciones complementarias en origen o en 

destino, que pueden conllevar el pago de recargos. 

• Carga de prueba excesiva sobre el contribuyente para acreditar que la imposición en el país 

de destino es procedente o incluso para justificar importes de impuestos que en ocasiones 

han sido ingresados vía retención por la compañía en el país de prestación del trabajo y 

sobre los que el empleado puede no disponer personalmente de documentación 

justificativa. 

• Riesgo de pérdida de importes de devoluciones por omisión de plazos en las contestaciones 

a los requerimientos o porque los procedimientos se dilaten en el tiempo y el contribuyente 

termine desistiendo. 

La AEAT suele establecer en sus motivaciones que, en cuanto a la valoración de las pruebas, rige en 

nuestro ordenamiento jurídico el principio general de valoración libre y conjunta de todas las 

pruebas aportadas, quedando descartado como principio general el sistema de prueba tasado. En 

consecuencia, los requerimientos no suelen ir acompañados de una especificación de los medios 

idóneos para acreditar los hechos constitutivos del derecho a la hora de aplicar la deducción por 

doble imposición solicitada ya que no están contemplados de forma explícita en la normativa. Es el 

contribuyente quien debe presentar, en cada caso, los medios de prueba que estime convenientes 

para hacer valer su pretensión conforme a derecho. 

 

Del mismo modo la AEAT, en numerosas ocasiones, solicita documentación adicional a la propia 

declaración de renta extranjera y al justificante de pago de impuestos. Por ejemplo, cuando se 

requiere un certificado emitido por la Autoridad Fiscal competente del país extranjero en el que se 

haga constar el importe de impuestos efectivamente satisfechos y que no se ha solicitado el 

reembolso de estos. La obtención de un certificado de estas características supone una dificultad 

para los contribuyentes ya que, en muchas ocasiones, cuando se solicita, ya no se encuentran en el 

país extranjero. Por tanto, la disponibilidad de estos certificados no es automática y puede ocurrir, 

incluso, que las autoridades fiscales del país de destino en cuestión no los expidan y, por tanto, sea 

imposible obtenerlos, o que los expidan, pero con un texto estándar predeterminado que no se 

ajuste a la redacción específica que solicita la AEAT en determinadas notificaciones. O incluso, como 

indicábamos, pueden darse situaciones en las que el impuesto en el extranjero se haya satisfecho 

vía ingreso de retenciones por parte de la compañía, sin que el empleado haya tenido obligación 

adicional de presentar declaración personal. 

 

Asimismo, en algún supuesto, el requerimiento de documentación se ha recibido por el 

contribuyente sobre una DDII aplicada y con devolución ya emitida, en un momento próximo al 

vencimiento del periodo de prescripción de la declaración, con la dificultad adicional añadida de 

conseguir la documentación que la Administración solicita una vez trascurridos varios años. 

Todo esto puede situar al contribuyente en una situación de potencial indefensión frente a la 

Administración si no se admiten como suficientes ya en vía de gestión los medios de prueba que 

están normalmente a su alcance como, por ejemplo, la declaración del impuesto sobre la renta 

presentada en el extranjero y la justificación del pago de los impuestos. 
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Por otro lado, es también habitual que la AEAT solicite desde un primer momento, traducciones 

juradas de la documentación del país extranjero, incrementado el coste económico de su obtención 

para el contribuyente y los plazos para poder tenerla disponible. 

 

Igualmente, y no menos relevante, cabe destacar la exigencia al contribuyente de acreditar 

cuestiones técnicas complejas que determinan la potestad tributaria en origen o destino y que 

suelen escapar a su conocimiento como, por ejemplo, la repercusión del coste a entidades del país 

de destino.  

 

Asimismo, algunos países realizan en determinadas situaciones interpretaciones extensivas del 

artículo 15 relativo a las rentas del trabajo del Modelo de Convenio de la OCDE y sujetan a 

tributación rendimientos que, conforme a las previsiones del referido artículo, no deberían quedar 

sujetos a tributación en dicho país, pero solicitar una devolución de los impuestos satisfechos 

supone un proceso complejo e infructuoso. 

 

Por último, se han detectado también algunos casos en los que, sin envío de requerimiento de 

solicitud de información previo, la AEAT emite directamente al contribuyente una propuesta de 

liquidación provisional en la que elimina la DDII aplicada por éste en la declaración del IRPF 

presentada. En estos supuestos se priva al contribuyente de una fase del procedimiento para poder 

proporcionar sus argumentaciones y la correspondiente documentación justificativa, con el 

consiguiente riesgo de que, de no ser consideradas suficientes por la Administración, la siguiente 

notificación sea ya una liquidación provisional que, de resultar a ingresar, sea necesario pagar el 

importe resultante de la misma o presentar aval para poder recurrirla. 

 

ii. Aspectos de gestión y propuestas de mejora 

 

En relación con el conjunto de la problemática señalada, cabría plantearse las siguientes soluciones: 

 

• Establecimiento de una documentación tasada a aportar por parte del contribuyente para la 

acreditación de la DDII por impuestos soportados en el extranjero. Esta lista tasada limitaría el 

volumen de expedientes de comprobación o rectificaciones de autoliquidaciones tanto para la 

AEAT, como para los contribuyentes y aportaría certidumbre al proceso de acreditación, 

limitando el número de expedientes a iniciar por parte de la Administración Tributaria.  

 

En este sentido, sería una mejora eficiente el hecho de que en la propia declaración hubiera 

algún tipo de desplegable para adjuntar dicha documentación específica y facilitar así la 

revisión de dicha documentación. 

 

Asimismo, en sustitución de alguna de la documentación a incluir en el listado anterior, se 

propone la elaboración de un documento estandarizado, que se aporte firmado y sellado por 

la empresa empleadora/empresa receptora con los datos que la AEAT considere necesarios 

para aplicar la DDII, como pueden ser: fechas y lugar de permanencia en el extranjero, 

impuestos pagados en el país de destino (ya sea vía retención o vía declaración) y base 

sometida a imposición, existencia o no de refacturación de costes, etc. 
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• En relación con la exigencia de traducciones juradas, cabe señalar que de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 15 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, cualquier documentación deberá ser aportada en lengua castellana 

o en una de las lenguas cooficiales en los términos descritos en dicho precepto. No obstante, 

en muchas ocasiones el coste de la traducción es tan relevante que los contribuyentes deciden 

no continuar con su derecho a solicitar no ser doblemente gravados. Así, debido al elevado 

coste que supone al contribuyente la traducción jurada de la gran cantidad de documentación 

que se requiere en muchas ocasiones, se propone que la AEAT acepte traducciones simples 

cuyo coste es inferior. En relación con las traducciones, con respecto a la documentación en 

inglés se propone que no se requiera de traducción ninguna ya que se trata de una lengua 

utilizada comúnmente por los trabajadores (existe una prueba de este idioma en el examen de 

acceso al Cuerpo Técnico de Hacienda). Es más, la propia web de la AEAT tiene su versión en 

este idioma, por lo que no debería ser necesario cargar al contribuyente con esta exigencia:  

 

https://sede.agenciatributaria.gob.es/Sede/en_gb/Renta.html 

 

• Por otro lado, podría establecerse la posibilidad de que el empleador anticipe la aplicación de 

la deducción vía nómina (retenciones), tal y como sucede en países como Reino Unido y Estados 

Unidos, en aras a disminuir el impacto fiscal temporal en el contribuyente durante el año fiscal 

corriente. Téngase en cuenta que con cierta frecuencia los no residentes fiscales suelen estar 

sometidos a un tipo fijo de tributación en la fuente que facilitaría el mecanismo propuesto en 

el país de residencia. 

En sentido similar, sería deseable un criterio de la Administración favorable a aceptar que el 

empleado, en su declaración del IRPF, incluya como importe de deducción por doble 

imposición internacional la cuantía de las retenciones soportadas en la fuente, con 

independencia de que deba justificar el importe de las mismas y de que, en el supuesto de 

que el impuesto final definitivo sufriera alguna variación respecto a las retenciones 

ingresadas, el contribuyente presente una declaración rectificativa en España para ajustar la 

DDII inicialmente aplicada. 

 

• En línea con el punto anterior, a mayores, cada país tiene sus plazos para presentar la 

declaración de la renta, que pueden ser posteriores al 30 de junio, fecha para presentar la 

declaración del IRPF en período voluntario en España. Este hecho provoca que muy 

frecuentemente el contribuyente no pueda acreditar el impuesto final soportado por la 

tributación de una renta en otro país. Por ello, resulta bastante común la presentación de 

rectificación de declaración o solicitud de ingresos indebidos, lo que resulta tedioso e implica 

costes de gestión.  

 

En este sentido, se propone habilitar en el portal de la Agencia Tributaria un procedimiento 

telemático estandarizado para rectificar una declaración de la renta presentada en aras a 

aplicar una DDII y evitar así tener que presentar una solicitud vía escrito, reduciendo la carga 

administrativa tanto para la AEAT, como para el contribuyente, y mejorando asimismo el 

tiempo de tramitación. 

 

Se propone asimismo que dicho procedimiento para presentar una declaración rectificativa 

https://sede.agenciatributaria.gob.es/Sede/en_gb/Renta.html
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se prevea para los contribuyentes que tributan por el régimen especial de trabajadores 

desplazados a territorio español del artículo 93 de la Ley del IRPF en los Modelos 151 de 

autoliquidación. 

 

Alternativamente, se plantea posibilitar la opción de presentar la declaración del IRPF con 

posterioridad al 30 de junio, sin que se generen recargos por presentación extemporánea, en 

aquellos supuestos en los que el contribuyente deba aplicar una DDII por impuestos pagados 

en un país cuyo plazo voluntario de presentación de la declaración de Renta sea posterior al 

30 de junio, y por tanto no se disponga del impuesto final satisfecho en tal país para la referida 

fecha. 

 

• De igual forma, en aras a facilitar los trámites a los contribuyentes, se propone que la 

Administración pueda obtener la información de las rentas gravadas e impuestos satisfechos 

en el extranjero a través de los sistemas de coordinación e intercambio de información entre 

Administraciones en aras a liberar al contribuyente de un exceso de carga probatoria y de tener 

que justificar cuestiones técnicas complejas que puedan escapar a su conocimiento y a su 

capacidad de prueba.  

 

• Por último, sería deseable que la Administración no entrase a requerir al contribuyente la 

acreditación de la procedencia de la tributación de los rendimientos del trabajo que han 

quedado sujetos a tributación en el país de la fuente, puesto que en ocasiones atiende a 

criterios heterogéneos seguidos por ciertos países respecto a la interpretación del artículo 15 

del Modelo de Convenio de la OCDE o respecto a la tributación de determinados tipos de 

rendimientos.  

 
Igualmente, que tampoco requiera al contribuyente justificar cuestiones que escapan a su 

conocimiento o control por ser de índole corporativa como la eventual existencia de 

refacturaciones internas de costes entre compañías, o la justificación del cálculo de las rentas 

gravadas e importes de impuestos satisfechos en el extranjero que hayan sido ingresados por 

la compañía vía modelos de retención en el país de la fuente. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


